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                                     CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “A”
CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ  ARANGUREN

Bogotá D.C., dos (2) de mayo de dos mil trece (2013).
Radicación No: 05001233100020070320702 (039612)

Actor: LUIS CARLOS BETANCUR GONZÁLEZ
Demandado: COOPERATIVA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA LOS FARALLONES “COOFARALLONES EN LIQUIDACIÓN” 

APELACIÓN SENTENCIA – AUTORIDADES MUNICIPALES
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia de 20 de septiembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó las pretensiones de la demanda instaurada por el señor LUIS CARLOS BETANCUR GONZÁLEZ, contra la Cooperativa de Administración Pública Los Farallones “COOFARALLONES En Liquidación”.
I. LA ACCIÓN
1. PRETENSIONES

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, el señor LUIS CARLOS BETANCUR GONZÁLEZ, presentó demanda ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, con el fin de obtener la nulidad de los Oficios de 19 y 29 de junio de 2007, proferidos por la Liquidadora de la Cooperativa de Administración Pública Los Farallones “COOFARALLONES En Liquidación”, que le negó su petición de reconocimiento y pago de las cesantías, salarios, primas, incrementos salariales e indemnización por despido sin justa causa.

Como consecuencia de la declaración anterior, solicitó se condene a la demandada al pago de salarios desde el mes de enero de 2002, con sus respectivos incrementos hasta la presentación de la demanda, el pago de la prima de servicio anual, prima de navidad, intereses a las cesantías, pago de las cesantías al respectivo fondo a favor del demandante, vacaciones correspondientes a los años comprendidos entre el año 2000 a 2006, junto con el pago de aportes en salud, riesgos profesionales y pensión, la sanción moratoria  e indexación.

Que se condene en costas a la entidad accionada y lo que extra y ultrapetita quede demostrado en el proceso.



2. FUNDAMENTOS FÁCTICOS

Como hechos de la demanda, se indicaron en síntesis, los siguientes
:
El señor LUIS CARLOS BETANCUR GONZÁLEZ, ingresó a laborar en el cargo de Gerente de la Cooperativa de Administración Pública Los Farallones “COOFARALLONES”, el día 29 de noviembre de 1999, con acta de nombramiento de 10 de diciembre de 1999 del Consejo Administrativo de COOFARALLONES; que por dicha vinculación se le fijó una asignación salarial de $928.000 pesos mensuales, mas el 3% sobre la consecución de contratos conseguidos y ejecutados, como se indica en las actas de juntas de socios.

Que de acuerdo a la escritura de constitución No. 277 de 25 de abril de 1997, correspondiente a la Cooperativa de Administración Pública Los Farallones “COOFARALLONES” en sus artículos 69 y 71, le asignaron las funciones al Gerente General, que fueron cumplidas por el demandante. Que en las obligaciones señaladas en los artículos 11, 12 y 14 se establecieron los derechos y deberes de los asociados y entre ellos se encuentran las obligaciones de pagar aportes sociales de un salario mínimo mensual legal vigente y el deber de comprometerse solidariamente en sus relaciones con la empresa de administración cooperativa y con los asociados de la misma.

Agregó, que en desarrollo de su actividad laboral como Gerente, debía presentar informe de gestión ante la asamblea de socios, situación que fue registrada en la asamblea extraordinaria de 28 de agosto de 2002; que por los múltiples incumplimientos en el pago de aportes de los asociados, pese a los requerimientos del Gerente y de la mesa directiva, COOFARALLONES se vio en la imposibilidad financiera de cubrir el pago de nómina, salarios y prestaciones y en vista de lo anterior, fue demandada por los señores Juan José Garzón, William Cardona y Mary Torres.

Que mediante Resolución No. 002 de 26 de marzo de 2003, el Presidente y el Secretario de la cooperativa, ordenaron la liquidación definitiva de COOFARALLONES, así como el nombramiento de una persona de confianza de los socios que se encargaría de efectuar la liquidación; además, se estableció que el Gerente quedaría cesante de su cargo cuando terminara la liquidación y terminara los proyectos que se encontraban pendientes de ejecutar y liquidar, pero la asamblea de socios nunca nombró liquidador.

Precisó, que el 29 de marzo de 2004 el actor elevó ante los municipios de la cooperativa derechos de petición para que se pusieran al día con el pago de los respectivos aportes pues el incumplimiento en el pago de ellos había generado la imposibilidad financiera de cancelar los salarios, primas, vacaciones, cesantías, intereses a las cesantías y demás rubros prestacionales que se le adeudaban al demandante como Gerente y les advertía sobre su responsabilidad solidaria como asociados. Que con tal petición se interrumpió el fenómeno jurídico de la prescripción.

Que se le adeudan los salarios a partir del mes de enero de 2002 cuyo sueldo para esa época correspondía a $1.122.370 y sus incrementos anuales y se le debe el saldo de la prima de servicio anual del primer semestre del 2000 y todas las primas de navidad y de servicio anual; de igual manera se adeudaban las vacaciones, intereses a las cesantías, pago de aportes en salud, riesgos profesionales y pensión al ISS, así como la sanción por la no cancelación del pago de salarios en tiempo oportuno, situación que se evidencia de las respuestas remitidas por los alcaldes asociados de la cooperativa.

Que ostentando aún la calidad de Gerente, por intermedio de apoderado judicial, interpuso ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Támesis, acción ordinaria laboral, en la que se decretó falta de jurisdicción y se remitió el expediente a los Jueces Administrativos del Circuito de Medellín, correspondiéndole al Juzgado Diecinueve Administrativo de esa ciudad. Que la demanda fue retirada dada la imposibilidad de aportar el requisito de agotamiento de la vía gubernativa solicitado por el Juzgado, dado su carácter de Gerente de la entidad.

Que la asamblea general nunca se reunió para nombrar el consejo de administración, encargado de nombrar gerente, según el artículo 56 numeral 3° de los estatutos contenidos en la Escritura Pública No. 277 de 25 de abril de 1977 de la Notaría Única de Sabaneta, lo que ocurrió por encontrarse en mora en el pago de aportes.

Que en esas condiciones debió agotar la vía gubernativa ante la Liquidadora  el 2 de junio de 2007, del que recibió respuesta en Oficio de 19 de junio de 2007, en el que se abstuvo de pagar la acreencia hasta tanto el Juzgado Diecinueve Administrativo de Medellín no fallara la demanda laboral que se encontraba en trámite. Que el retiro de tal demanda fue puesta en conocimiento de la citada funcionaria por el actor, y como consecuencia de ello se profirió el Oficio de 29 de junio de 2007, por el que se negó el pago hasta tanto las acreencias fueran graduadas y calificadas. 

3. CAUSA PETENDI DE NULIDAD

Se indicó en la demanda que con la omisión de la entidad se produjo la violación de los artículos 25, 48, 53 y 90 de la Constitución Nacional; los artículos 57, numerales 4° y 9°, 186 y siguientes, 193 y ss, 249 y ss, 306 y ss,  y 565 del Código Sustantivo de Trabajo;  la Ley 454 de 1998 y artículos 6°, 74 y siguientes del Código de Procedimiento Laboral, la Ley 712 de 2001, artículos 49 y ss del C.C.A. y  los artículos 1740, 1741, 1742 y ss del Código Civil.

Relató que la actitud de la liquidadora, quien era conocedora de la demanda de impugnación del acta de su nombramiento que cursaba ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso, generó que todos los actos, expedidos con posterioridad a la notificación de la admisión de la impugnación del acta, se encuentren viciados de nulidad absoluta y por ende, no estaba legalmente facultada para expedir en nombre de la cooperativa ningún oficio o acto administrativo, ni mucho menos realizar audiencias o diligencias de inventarios de calificación y graduación de créditos.

Que por tal motivo, los oficios de 19 y 29 de junio de 2007, contentivos del pago de prestaciones sociales y del anuncio de la citada diligencia de inventarios de calificación y graduación de créditos contemplan una nulidad absoluta por falta de capacidad legal de quien lo expide.

4. DEFENSA DE LA ENTIDAD

La entidad demandada guardó silencio.

5. LA SENTENCIA
El Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante proveído de 20 de septiembre de 2011
, negó las pretensiones de la demanda, decisión a la que arribó luego establecer que el único vicio endilgado frente a los oficios  de 19 y 29 de junio de 2007, consistía en la falta de capacidad legal de quien lo expide, en tanto que se incumplió la exigencia de señalar los fundamentos de derecho de las pretensiones, contenido en el numeral 4° del Artículo 137 del C.C.A., referente a que cuando se trate de la nulidad de actos administrativos, deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su violación, de acuerdo también a lo señalado en sentencia C- 179 de 7 de abril de 1999.

Que tal decisión guarda relación con el carácter rogado de la jurisdicción contencioso administrativa que para los casos en que se pretende la nulidad de los actos administrativos a la parte demandante le corresponde asumir la carga de ofrecer los argumentos que sean del caso para desvirtuar la presunción de legalidad propia de todo acto administrativo, constituyéndose el concepto de violación la causa petendi en el proceso. Que en consecuencia, debido a ello sólo era posible asumir la causal de nulidad referente a la falta de competencia de la funcionaria que profirió los actos administrativos acusados contenidos en los Oficios de 19 y 29 de junio de 2007, configurada a partir de la notificación de la admisión de impugnación del acta de nombramiento como liquidadora, dentro del proceso abreviado, adelantado por el Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso.

Dijo que la simple admisión y notificación de la demanda dentro del proceso abreviado, iniciado por el demandante para obtener la nulidad del Acta de Asamblea No. 001 de 23 de agosto de 2006, por la que se ordenó liquidar la Cooperativa “COOFARALLONES” y se designa liquidador, no es una decisión de fondo en la que se determine la legalidad del acta que designó a la funcionaria liquidadora, pues sólo la sentencia es la providencia que define la controversia puesta al conocimiento de la jurisdicción, como claramente lo establece el artículo 302 inciso 2° del C.P.C.

Que por ello, como el cargo señalado por el demandante se refiere a que la incompetencia de la funcionaria se configuró a partir de la  notificación de la admisión de la impugnación del acta de nombramiento como liquidadora en  el mencionado proceso abreviado, no se configura tal causal, pues tal actuación judicial no constituye una decisión de fondo que decida sobre la legalidad del acta de la citada asamblea.

Precisó, que la nulidad se produjo sólo a partir de la ejecutoria de la sentencia de 21 de enero de 2010 dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Jericó, por la cual se confirma la sentencia del Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso.

Que para la fecha de expedición de los actos demandados, la liquidadora era competente para su expedición, de conformidad con la designación realizada por la Asamblea de la Cooperativa, ya que sólo hasta la ejecutoria de la sentencia de 21 de enero de 2010, dictada en cumplimiento de lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia, la liquidadora perdió su calidad y por tanto, la competencia para ejercer el cargo y dictar actos administrativos.

Que los actos demandados mantienen la presunción de legalidad en tanto las discusiones sobre la juridicidad de la investidura no repercuten en forma consecuente en el plano de la validez de los actos expedidos.

Que se debe diferenciar entre la nulidad de carácter funcional, que recae sobre el acto administrativo de elección o designación de funcionario y la nulidad de carácter orgánico que se predica frente a los actos administrativos dictados en ejercicio de las competencias funcionales de los servidores públicos. Que los efectos de declaratoria de la nulidad del Acta de la Asamblea No. 01 de 2006 originados en la sentencia de 21 de enero de 2010, proferida por el Juzgado Promiscuo de Jericó no afectan los actos administrativos dictados por la liquidadora en ejercicio de sus funciones. 

Por último, indicó que de acuerdo a la sentencia C- 197 de 1999, no se advertía la violación de derechos fundamentales de aplicación inmediata pues la parte actora no alegó la vulneración de su derecho al mínimo vital, ni ello se infería de la prueba recaudada.

6. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La parte actora impugnó oportunamente la providencia del a quo en escrito
 en el que consideró que la sentencia, incurre en un error en cuanto a la aplicación de normas sustanciales de los efectos retroactivos de la declaratoria de la nulidad absoluta, confundiéndolos con la legalidad de los actos administrativos.

Que en los fundamentos de derecho de la demanda invocó los artículos 1740, 1741 y 1742, siguientes y concordantes del Código Civil, normas que hacen referencia a la nulidad de los actos y los contratos, que para el caso se trata de una nulidad absoluta y que el artículo 1746 del C.C. establece cuáles son los efectos de la declaratoria de nulidad de actos y contratos, así como la retroactividad de la sentencia al mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido el acto declarado nulo.

Que las sentencias emitidas por la jurisdicción ordinaria, por medio de las cuales se declaró la nulidad contentiva de la liquidación de COOFARALLONES tienen efectos de cosa juzgada. Que el a quo desconoció sus efectos retroactivos ya que la nulidad comenzó desde el momento mismo en que expidió el acto demandado sin el cumplimiento de los requisitos legales, generando consigo una nulidad absoluta por una incapacidad de tipo legal, que fue alegada en el concepto de violación.

Que lo accesorio sigue la suerte de lo principal y que por efectos de la sentencia en mención, por la que se declaró la nulidad de la liquidación y nombramiento de la liquidadora, los actos emitidos por aquella deben ser declarados nulos por falta de capacidad legal para expedirlos y no como lo entendió el tribunal.

Que debe darse aplicación al artículo 53 constitucional para obtener el pago de los salarios, prestaciones y demás emolumentos que se adeudan al actor dada su comprobada vinculación con la asociación accionada.

7. ALEGATOS
En la oportunidad para alegar de conclusión, tantos las partes como el señor Procurador 2° Delegado ante el Consejo de Estado guardaron silencio.

Agotado el trámite procesal y no observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, se procede a decidir previas las siguientes,

II. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico.
Deberá verificarse en este caso, si los Oficios de 19 y 29 de junio de 2009, suscritos por la Liquidadora de la Cooperativa de Administración Pública “COOFARALLONES EN LIQUIDACIÓN”, adolecen del vicio de expedición  por funcionario incompetente, de acuerdo al marco de la demanda y el recurso de apelación.
Para resolver el anterior interrogante, se referirá la Sala al marco del recurso de apelación, así como a los principios de la doble instancia, de interpretación de la demanda, para asumir el debate del acto expedido por el funcionario incompetente; posteriormente se ocupará de los principios de legalidad, congruencia de la sentencia y de la justicia rogada, como base del análisis del segundo argumento de apelación formulado.
1. Del marco del recurso de apelación y los principios de la doble instancia y de la interpretación integral de la demanda.

Previo a estudiar el recurso de apelación interpuesto, ésta Corporación considera necesario realizar la siguiente precisión:

El principio de la doble instancia, elevado a canon constitucional en el artículo 31 de la Carta Política, prevé que toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley; esta garantía del derecho de impugnación, como posibilidad de controvertir una decisión judicial, exige la presencia jerárquica del superior, quien participa como autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa.

En suma, el principio de la doble instancia encierra una de las más caras garantías establecidas en la Carta Política, por ello, es deber del Juez, salvo las excepciones expresamente consignadas por el legislador, procurar su realización y plena efectividad como garantía de los derechos de impugnación y de contradicción que subyacen del mismo. 
No obstante, el acceso a dicho derecho no opera de manera deliberada; por ello, el legislador ha establecido algunos requisitos de oportunidad y procedencia para su efectividad, que deben ser satisfechos a cabalidad so pena del fracaso del recurso de apelación, requisitos que dentro del procedimiento contencioso administrativo quedaron consignados dentro de los artículos 181 y 212 del Decreto 01 de 1984, modificado por la Ley 1395 de 2010. El primero, prevé que serán apelables las sentencias de primera instancia; el segundo establece, el trámite bajo el cual ha de surtirse la apelación señalando el término para la sustentación
.
De otra parte, la normatividad procesal define los fines y el alcance de la apelación, como también el interés para interponerla, al precisar en el inciso 1º del artículo 350 del C.P.C., aplicable al procedimiento contencioso administrativo por remisión del artículo 267 del Decreto 01 de 1984, que el recurso de apelación “… tiene por objeto que el superior estudie la cuestión decidida en la providencia de primer grado y la revoque o la reforme...”.
Una lectura sistemática de las anteriores normas lleva a concluir que al sustentar la apelación, el recurrente debe señalar al ad quem las inconformidades frente a la decisión del a quo para que el superior revise los posibles errores en que haya incurrido la primera instancia.
Ahora bien, una de las garantías del debido proceso consiste en el límite que tiene la judicatura de no introducir sorpresivamente alegaciones o cuestiones de hecho, de manera que las partes no hayan podido ejercer su plena y oportuna defensa; por ello, la conformidad entre la sentencia y la demanda en cuanto a las personas, el objeto y la causa, es ineludible exigencia de cumplimiento de principios sustanciales del juicio relativos a la igualdad, bilateralidad y equilibrio procesal, toda vez que la litis fija los límites de los poderes del juez. Cuando se supera este marco de operatividad se produce el quebrantamiento del principio de congruencia
.

Sabido es, que el principio de congruencia de la sentencia debe ser respetado por los jueces, pues estos tienen que fallar según lo pedido y de acuerdo con lo probado. Argumento que se justifica en virtud de la conexidad existente entre el debido proceso, manifestado particularmente en el derecho de contradicción, y el ceñimiento de las decisiones judiciales a lo pedido y probado dentro del mismo. De esta manera no se toma por asalto a ninguna de las partes. 

De acuerdo a ésta línea argumentativa, advierte la Sala que en el recurso de alzada, el demandante insiste en la falta de competencia del funcionario que expidió el acto, en tanto que a través de las sentencias de 11 de marzo de 2009 proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso y de 21 de enero de 2010, emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Jericó, dentro del proceso abreviado de impugnación de acta, radicado No. 05789318900120080007801, se declaró la nulidad del Acta No. 001 de 23 de agosto de 2006, que ordenó la liquidación de la Cooperativa “COOFARALLONES” y designó a la liquidadora de la misma, funcionaria que suscribió los actos demandados. Indica que los efectos de tales sentencias son retroactivos ya que la nulidad comenzó desde el momento mismo en que expidió el acto demandado sin el cumplimiento de los requisitos legales, generando consigo una nulidad absoluta por una incapacidad de tipo legal, que fue alegada en el concepto de violación.
Ahora bien, en el libelo demandatorio, el actor sustenta el cargo en mención, aduciendo que para la fecha de suscripción de los oficios demandados, se había interpuesto demanda dentro del proceso abreviado surtido ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso que pretendía la nulidad del Acta No. 001 de 23 de agosto de 2006, en la que se ordenó la liquidación de la cooperativa y se designó a la liquidadora.

Si bien es cierto, el vicio formulado en la demanda sólo hacía referencia a que con la interposición de la acción se configuraba la nulidad del funcionario que expidió el acto administrativo, no obstante, no puede indicarse que sólo por tal aspecto debe descalificarse el cargo propuesto pues es evidente que la causal de nulidad aducida persigue el mismo norte, que es el análisis de la falta de competencia de la liquidadora de la Cooperativa, decisión que únicamente podía tomarse por el juez competente, conclusión a la que se arriba luego de hacer uso del principio de interpretación integral de la demanda, de manera conjunta con un análisis histórico de la misma.

En efecto, la doctrina indica que para el estudio de la ley procesal “no puede el juzgador aferrarse a las palabras ni al sentido literal, sino que debe perseguir el conocimiento del contenido jurídico que ella encierra, y si el objeto de los procedimientos es la tutela de los derechos reconocidos en la ley substancial, con mayor razón es imperativo adoptar un criterio de interpretación conjunta, razonada y científica de la demanda” 
.

Así entonces, conociendo que la demanda es un todo, si en su apreciación no se encuentra armonía absoluta habrá, si se puede, que acudir a los hechos históricos que la informan como a los fundamentos de derecho que alude para hacer visible su verdadero sentido; así ocurre jurídicamente en otras materias sustantivas como en los convenios y contratos cuando no son claros, y para tal efecto la ley sustancial indica cuáles son los métodos de interpretación. 

Puesto que constituye obligación del juez interpretar las demandas en procura de garantizar la prevalencia del derecho sustancial
, deberá indicar la Sala que es evidente que el cargo formulado persigue la anulación de los actos demandados atendiendo al mismo objetivo, que se trata de la declaratoria de incompetencia de la funcionaria que lo expidió, como se analizará a continuación:
2. De la expedición del acto acusado por funcionario incompetente.

Arguye el demandante, que la liquidadora no tenía competencia para expedir los Oficios de 19 y 29 de junio de 2007 por la interposición de la demanda dentro del proceso abreviado de impugnación de acta de socios, cuyo auto admisorio le fue notificado en debida forma. De otro lado, el argumento de apelación señala que la sentencia que declaró la nulidad del acta de liquidación y nombramiento del liquidador, genera que todos los actos emitidos por el liquidador corran la misma suerte y deben ser declarados nulos por la falta de capacidad legal para expedirlos.


En efecto, los actos fueron expedidos por la señora Marta Lucía Cadavid Ruíz, en su calidad de liquidadora, como aparece en Acta No. 01 de 23 de agosto de 2006
, registrada ante la Cámara de Comercio de Medellín el 2 de octubre de 2006
, suscrita por los Alcaldes de Montebello y Caramanta quienes actuaron como Presidente y Secretario de la Cooperativa COOFARALLONES. 
Los oficios demandados fueron expedidos por la liquidadora, el 19 y el 29 de junio de 2007
, es decir con posterioridad a la admisión de la demanda que ocurrió el 22 de enero de 2007. No se allegó copia de la notificación del auto admisorio, elemento que hace parte de la pretensión anulatoria por falta de competencia. No obstante, mediante sentencias de 11 de marzo de 2009 proferida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Valparaíso y de 21 de enero de 2010, emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Jericó, dentro del proceso abreviado de impugnación de acta, radicado No. 05789318900120080007801, se declaró la nulidad del Acta No. 001 de 23 de agosto de 2006, que ordenó la liquidación de la Cooperativa “COOFARALLONES” y designó a la liquidadora de la misma.
Ahora bien, para desatar este argumento, debe recordarse al apelante, que los actos de elección o nombramiento gozan de independencia frente a los actos que en ejercicio de sus funciones emitan los funcionarios y por ello, no puede considerarse que, al producirse la nulidad del nombramiento o elección, éstos per se y de manera automática deban ser declarados nulos.

Al respecto esta Corporación ha señalado:

“Reiteradamente se ha dicho que la anulación de un acto administrativo implica  que las cosas vuelven al estado en el cual estaban antes de proferirse el acto viciado, en este caso el declaratorio de la elección anulada.

Esto no implica que los actos proferidos por el funcionario en el ejercicio de su cargo sean también nulos de manera automática. Lo anterior se debe a que el acto, mientras no sea declarado nulo, se presume legal y las actuaciones del funcionario ajustadas a derecho. Desde el momento en que deja de ser válido, deja también de producir efectos.

En el subjudice, el demandado fue elegido Alcalde del municipio de Sesquilé para el período comprendido entre los años 1995  -  1997. En el momento que esta Corporación, mediante sentencia del 19 de enero de 1996, confirmó la providencia del Tribunal por medio de la cual se declaró la nulidad del acto declaratorio de elección del señor Gómez Mancera como alcalde de Sesquilé, se entiende que la situación vuelve a la época en la cual no se había realizado.

Así las cosas, mal podría afirmarse que la figura de la reelección puede configurarse y, en consecuencia, no prospera el cargo”
 Se resalta.
De igual manera, en sentencia de la Sección Quinta, con ponencia de la Consejera Dra. María Nohemí Hernández Pinzón, de 11 de junio de dos mil nueve (2009), dentro del proceso radicado con el No. 68001-23-15-000-2007-00677-02 indicó que a través del ejercicio de sus competencias los funcionarios investidos de autoridad expiden actos administrativos que producen efectos en el mundo jurídico, independientemente de lo que ocurra con la presunción de legalidad del acto de nombramiento o de elección de la persona que ejerza el cargo, puesto que la suerte de esas decisiones no está inescindiblemente atadas a la suerte del acto de elección o designación de la autoridad respectiva. Al efecto, indicó lo siguiente:
“Cuando el artículo 66 del C.C.A., establece que “Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo,…”, no hace cosa distinta a precisar la autonomía de que gozan los actos de la administración pública, frente a los actos de designación o elección de las autoridades competentes, mecanismo por demás necesario para preservar la seguridad jurídica y la firmeza de ciertas situaciones jurídicas consolidadas, que no pueden verse afectadas por una eventual declaración de nulidad de la elección o designación de quien los profirió. Tal es ese grado de independencia, que el legislador ni siquiera contempló la posibilidad de que por tal circunstancia pudieran decaer los actos administrativos por ellos proferidos, pues no figuran dentro del catálogo de posibilidades que enlista el artículo 66 citado.” Se resalta.
En estos eventos, la jurisdicción contenciosa ha aceptado la validez de los actos proferidos por los funcionarios cuya elección o designación, ha sido declarada nula, esencialmente para conservar el orden jurídico, proteger las relaciones entre la administración y los administrados y dar seguridad a las relaciones jurídicas, pues se encuentran revestidos de presunción de legalidad, y por ello constituye razón suficiente para concluir la falta de prosperidad del cargo propuesto.

3. De los argumentos de la demanda y la apelación frente a los principios de legalidad y de la justicia rogada.  
Ahora bien, el segundo cargo de apelación se refiere a que una vez probado el vínculo laboral del demandante con la Cooperativa “COOFARALLONES”, es dable acceder al pago de salarios, primas, cesantías, intereses a las cesantías, vacaciones, sanciones de tipo legal, las cuales deben ser reconocidas en virtud del artículo 53 pues se tratan de garantías mínimas al trabajador, razonamiento a todas luces erróneo, sobre el que amerita realizar la siguiente disquisición.

Al efecto, debe recordarse que los actos administrativos, mediante los cuales la administración concreta los derechos, están protegidos por la presunción de legalidad, que se desvirtúa a través del ejercicio del control jurisdiccional que esencialmente pretende la realización del principio de legalidad de la actividad administrativa, de tal manera que el particular al ejercer sus derechos, activa el control o participa en la defensa de ellos
, y el órgano jurisdiccional entra a establecer las responsabilidades y verificar los límites constitucionales y legales
, con el objeto de proteger y garantizar de manera especial los derechos de las personas.
La presunción de legalidad de los actos administrativos se fundamenta, igualmente, en los principios de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad de la justicia rogada toda vez que es la parte interesada quien puede establecer y determinar las condiciones y términos particulares y concretos como se le han vulnerado sus derechos, puesto que frente a las múltiples y hasta infinitas consideraciones de orden fáctico o normativo que pueden ser objeto de un juicio de legalidad, mal podría asignársele al juez que de oficio atribuya esas causas de ilegalidad. 
Recuérdese además, que en el Estado social de derecho, sociedad y Estado no están escindidos sino que contribuyen para alcanzar los fines últimos establecidos en la Constitución, por ello se estipulan deberes y no simplemente derechos, como el de colaborar con la administración de justicia
, como una forma de participación y derecho político
; aunado a  ello, a nivel legal el artículo 137.4 del Decreto 01 de 1984, establece el principio de la justicia rogada
, principio que se encuentra en directa consonancia con el de la congruencia, que persigue la protección del derecho de las partes a obtener una decisión judicial certera sobre el asunto puesto a consideración del juez, al igual que la salvaguarda del debido proceso y del derecho de defensa de las partes, cuya actuación procesal se dirige a controvertir los argumentos y hechos expuestos en la demanda, tratándose del demandado, y en la contestación, si la posición procesal es la del demandante.
Para este caso, únicamente fueron alegadas en la demanda dos causales de nulidad, es decir, por falta de competencia del funcionario que expidió el acto y por violación directa a la ley. Frente al primero de los cargos fue dable efectuar la interpretación integral de la demanda en aras del principio de la prevalencia del derecho sustancial y del acceso a la administración de la justicia. Pero para el segundo de los vicios en cuestión, como quedó señalado de la parte histórica de ésta providencia, en la demanda únicamente se hizo una relación de las normas que se consideraron transgredidas sin entrar en ninguna consideración acerca de su violación por parte del ente accionado. 
De acuerdo a lo anterior, para el argumento de acceso a las pretensiones por la simple demostración del vínculo laboral, en conjunción con el cargo de violación directa a la ley, no es posible dar aplicación a los mismos lineamientos de interpretación de la demanda, pues, ni un solo argumento fue aducido para descartar la legalidad de los actos demandados, siendo imposible en los términos de la apelación un pronunciamiento y decisión favorable a las pretensiones formuladas, dado que, como lo ha indicado la jurisprudencia, si el actor aspiraba a obtener la nulidad de los actos acusados y el restablecimiento del derecho con el pago de las sumas dejadas de percibir por concepto de salarios y prestaciones sociales, debió desvirtuar la presunción de legalidad que ampara los mismos, no sólo con el cumplimiento del requisito señalado en el numeral 4º del artículo 137 del Decreto 01 de 1984, sino en el empeño en su elaboración y en la estructuración de las causales de nulidad que considere configuradas, por la significación sustantiva que puede tener en la evidencia de la manifiesta ilegalidad del acto acusado, sin que los resultados del proceso dependan de un modelo estricto de técnica jurídica
.

Si bien es cierto, esta Sala ha sido respetuosa del principio establecido en el articulo 228 de la C.P., tratando de buscar complementariedad con el articulo 137 del Decreto 01 de 1984, lo que en ocasiones la ha conducido a dar vida a una especie de comunicación en las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho con el principio iura novit curia, en razón a que los derechos en cuestión pueden afectar personas que ameritan un esquema de protección reforzada y además, siempre que una solución judicial en esos términos no lesione el derecho del debido proceso y a la defensa efectiva de la parte demandada.  No obstante lo anterior, la deficiencia en la formulación de los cargos, suele operar a plenitud para condicionar el sentido de la sentencia en supuestos como el que nos ocupa, en el que el libelo demandatorio efectuó una construcción deficiente del cargo, razón que impone que el fallador no esté jurídicamente posibilitado para elaborar per sé su estructura jurídica y acomodarlo a las resultas probatorias, pues de hacerlo rompe el equilibrio procesal entre las partes.

Así las cosas, para la Sala se impone la confirmación de la sentencia impugnada, pero por las razones expuestas en la parte motiva.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.
F A L L A

SE CONFIRMA la sentencia de veinte (20) de septiembre de dos mil once (2011) proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, que negó las pretensiones de la demanda instaurada por el señor LUIS CARLOS BETANCUR GONZÁLEZ, contra la Cooperativa de Administración Pública Los Farallones “COOFARALLONES En Liquidación”, por las razones expuestas en la parte motiva.

Devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.
GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN         ALFONSO VARGAS RINCÓN

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Ver folios 1 a 11 del cuaderno principal.


� Obrante a folios 396 y siguientes del primer cuaderno.


� Ver folios 408-409 del cuaderno principal.





� Sustentar significa “…4. Defender o sostener determinada opinión…” Según el Diccionario de la Lengua Española, Vigésima Primera Edición, 1992, pag, 1365.


� Señalado en el artículo 170 del Decreto 01 de 1984: 





“La sentencia tiene que ser motivada. Debe analizar los hechos en que se funda la controversia, las pruebas, las normas jurídicas pertinentes, los argumentos de las partes y las excepciones con el objeto de resolver todas las peticiones…” 





Por su parte, el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil señala: 





“La sentencia debe estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la Ley. 





No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta.” 





Este marco normativo describe el principio de congruencia de la sentencia, como conformidad entre la decisión y lo pedido por las partes en la demanda y en su contestación, para el caso de la congruencia externa.





�   Compendio de derecho procesal. Teoría General del Proceso. Tomo I. Hernando Devis Echandía. Biblioteca Jurídica Dike. Duodécima edición. Pág. 436.


� Sentencias de marzo 13 de 1995, Expediente 1129 y  mayo 17 de 2002, Expediente 2842 


� Folios  54-55 el cuaderno de pruebas.


� Folios  56-57 el cuaderno de pruebas.


� Folios 128 y ss del cuaderno principal.


� Sentencia del 30 de abril de 1997. Radicación: 1656. Actor: Gregorio Hernando Rodríguez. Demandado: Alcalde del Municipio de Sesquilé.


� Art. 89 constitucional.


� Art. 116 y 228  de la Carta Política.


� Art. 95.7 de la Constitución Política.


� Art. 228 CP


� Cfr. Corte Constitucional C-197/99.


� Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de octubre de 2008, Radicación número: 08001-23-31-000-2001-00881-01(0730-07), Consejero ponente Dr. Gerardo Arenas Monsalve.





